
Carta abierta a los Estados miembros del Consejo de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas 

  
Señores Delegados de los Estados miembros del Consejo de Derechos Humanos 
  
La desaparición forzada de personas es una de las más odiosas violaciones de derechos 
humanos y constituye un crimen bajo el derecho internacional. El desaparecido es despojado 
de todos sus derechos y colocado en situación de total indefensión a la merced de sus 
victimarios, sin ninguna protección de la ley.  
 
La desaparición forzada constituye en sí misma la negación del ser humano. Su práctica causa 
hondos sufrimientos en los familiares y amigos del desaparecido: la eterna espera de su 
regreso y la total incertidumbre de su suerte y paradero torturan constantemente a padres, 
esposos e hijos del desaparecido. El robo de niños nacido durante el cautiverio de sus padres 
desaparecidos es una de las prácticas más repugnantes y contraria a toda idea de humanidad. 
La práctica de la desaparición forzada vulnera los dictados más elementales de humanidad y 
los principios básicos del estado de derecho. 
  
Frente a esta práctica odiosa e inhumana, un inmenso y sostenido esfuerzo ha sido 
desplegado desde 1981 por asociaciones de familiares de desaparecidos, organizaciones no 
gubernamentales, gobiernos e instancias internacionales para lograr que un tratado contra la 
desaparición forzada sea adoptado por las Naciones Unidas. Una primera etapa fue la 
adopción por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en 1992, de la Declaración para la 
protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas. En septiembre de 2005, 
el Grupo de trabajo de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas encargado 
de redactar un tratado contra las desapariciones forzadas terminó sus labores adoptando por 
consenso el proyecto Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas 
contra las Desapariciones Forzadas. Este proyecto está ahora a consideración del Consejo de 
Derechos Humanos. Este proyecto de Convención viene a llenar un vacío inmenso e 
intolerable: la ausencia de un tratado internacional para luchar contra de este crimen 
internacional y grave violación de los derechos humanos. Esta Convención no solamente 
dotará a la comunidad internacional de una herramienta jurídica para luchar efectivamente 
contra la desaparición forzada, sino que constituye un mensaje político fundamental de que 
esta práctica odiosa no puede ser tolerada y debe ser erradicada.   
  
Por estas razones, instamos a todos los Estados miembros del Consejo de Derechos Humanos 
a que, de manera prioritaria y durante su primera sesión en junio 2006,  el Consejo de 
Derechos Humanos adopte el proyecto Convención Internacional para la Protección de Todas 
las Personas contra las Desapariciones Forzadas y lo transmita a la Asamblea General de las 
Naciones Unidas para su adopción final. Con ello, el Consejo de Derechos Humanos no 
solamente hará una invaluable contribución a la lucha contra las desapariciones forzadas, sino 
que también afirmará su mandato y voluntad de proteger y promover los derechos humanos.  
  
Firmas, 

 


